
A.I. No. 07 V 

 JUZGADO SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO 
 DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

- SECCIÓN TERCERA 
 
M. DE CONTROL: Reparación directa 
RADICACIÓN: 11001334306120200019900 
DEMANDANTE: Merary Paola Peroza Gómez y Otros 
DEMANDADO: Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional 
 

 

 
ACTA DE AUDIENCIA DE ALEGACIONES Y JUZGAMIENTO 

  
En Bogotá, el veintiocho (28) del mes de marzo de 2022, el JUZGADO SESENTA Y UNO 
(61) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, SECCIÓN TERCERA, 
declaró formalmente instalada y dio inicio a la continuación de la audiencia de que 
trata el artículo 182 de la Ley 1437 de 2011 a las 11:05 a.m.-  
 
Se advierte que la audiencia se realizará mediante la plataforma Lifesize, razón por la 
que se deja constancia de que la Jueza y el secretario Ad Hoc Juan David Millán Chaux 
se encuentran vinculados mediante link previamente informado en audiencia a las 
partes procesales y demás intervinientes. 
 
En cuanto a las instrucciones para la práctica de la diligencia se ponen de presente 
las siguientes: 
 

a. Los micrófonos de los asistentes deben estar en silencio y solo podrán ser 
activados cuando la Jueza conceda el uso de la palabra a cada una de las partes, en 
consecuencia, solo se dará el uso de la palabra a un interviniente a la vez.  Cuando la 
parte concluya su intervención esta debe poner en silencio su dispositivo. 

c. Las cámaras de los intervinientes deben estar activas a fin de verificar su 
presencia y atención a la diligencia.  

d. Para solicitar el uso de la palabra, el interesado debe hacer uso de la 
herramienta “levantar la mano” tras lo cual se le concederá el uso de la palabra. 

d. Sí el apoderado o alguno de los intervinientes pierde la conexión en el 
transcurso de la diligencia éste deberá comunicarse de forma inmediata al abonado 
telefónico 3052627280 dispuesto por el despacho e indicar el inconveniente 
presentado. Adicionalmente deberá allegar vía correo electrónico prueba siquiera 
sumaria de la imposibilidad de conexión o de retomar la misma, esto puede ser 
mediante un screenshot de su pantalla, tras lo cual la Jueza tomará la decisión 
procesal que estime conveniente. 

e. Si alguno de los apoderados requiere allegar al proceso documental que 
pretenda hacer valer como medio de prueba o dar crédito de alguna situación 
procesal, deberá contar con copia en medio magnético del mentado documento y 
remitirlo al correo electrónico indicado por el Despacho, así como a los correos 
electrónicos de la(s) contraparte(s). 

f. Los intervinientes no pueden conectarse simultáneamente a través de dos o 
más dispositivos puesto que esto genera interferencia, e inconvenientes en la 
grabación de la diligencia. 
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g. Se solicita a los participantes de la diligencia, remitir a través del chat de la video 
llamada fotografía digital de su documento de identidad y en el caso de ser 
apoderados de su tarjeta profesional, a fin de verificar su identidad. h. Se deja 
constancia que minutos antes se efectuó prueba de conexión y sonido para llevar la 
presente audiencia con éxito. 

i. Finalmente, se indica a los asistentes que la diligencia será grabada de 
conformidad con lo establecido en el Artículo 107 del Código General del Proceso y de 
la misma se levantará la respectiva acta. 

j. La vídeo grabación se inició siendo las 11.05 am 
 

1.- Identificación de las partes 
 

1.1- Demandantes:  

 

Merary Paola Peroza Gómez 

Carlos Mario Nieves Peroza (menor) 

Paula Andrea Nieves Peroza (menor) 
 

1.2.- Demandada:  

Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional 
 

  
2.- Asistentes: 
 
El abogado Jesús Antonio Gómez Sánchez, quien se identifica con cédula de 
ciudadanía número 93.125.764 y tarjeta profesional número 187.024 como apoderado 
de la parte actora, correo electrónico: guevara.guevarafimadeabogados@gmail.com, 
celular 3115103983. 
 

El abogado Víctor Manuel Petro Miranda quien se identifica con la cédula de 
ciudadanía número 1.018.462.080 y tarjeta profesional número 296.764, como 
apoderado de la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional, correo electrónico: 
vm.petrom@correo.policia.gov.co o decun.notificacion@policia.gov.co, celular 
3215931126.  
 

En consecuencia, se abrirá paso a las etapas contenidas en al artículo 182 de la Ley 1437 
de 2011, así: 
 
3.- Medidas de Saneamiento. 
 
El despacho no encontró causal de nulidad o irregularidad que afectara el proceso, 
por lo tanto, se otorgó la palabra a los presentes quienes tampoco se manifestaron al 
respecto. Se decreta saneado el proceso. Se notifica en estrados. Sin Recursos. En 
firme. 
 
No obstante, se aclara que en el documento 53 que se allegó en audiencia de pruebas 
del 2 de febrero de 2022 se anexó también el polígama No. 719 SB 062 del 16 de junio 
de 2018. 
 

mailto:guevara.guevarafimadeabogados@gmail.com
mailto:jhon.torrez@correo.policia.gov.co
mailto:decun.notificacion@policia.gov.co
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4.- Alegatos y concepto  

 

Interviniente Récord Intervención 
Parte Actora 15.35 Está demostrado que el señor patrullero Carlos Darío Nieves López, 

para el día de su fallecimiento era miembro activo de la Policía 
Nacional, igualmente está demostrada la legitimación por activa para 
actuar, e igualmente los hechos ocurridos el 3 de julio, donde resultó 
muerto el señor Carlos Darío Nieves López, y las alertas tempranas 
dadas previamente donde se especificó actos terroristas por parte del 
ELN, en contra de los miembros de la policía. 
 
Quedó probado con el testimonio del señor Anderson Cuellar, que, en 
la estación de Arauca, a pesar de la situación de orden público, no se 
tomaron las medidas u alertas tempranas respecto de la situación, 
 
Esta probado que los culpables del ataque y homicidio del patrullero 
Darío Nieves López hacen parte del grupo denominado ELN. 
 
Por estos hechos probados se solicita sea declara responsable la 
Policía Nacional, por evitar los protocolos instituciones, para evitar 
que el personal no corra peligro, y tomar medidas de seguridad lo que 
falto para el día de los hechos por ello se solicita se condene a la 
entidad demandada. 

Nación - Ministerio 
de Defensa- Policía 
Nacional 

19.30 La Policía Nacional, se manifiesta que no se niega que existió la causa 
o se materializo un daño antijuridico como fue la muerte del señor 
patrullero Carlos Nieves. 
 
Sin embargo, en el presente se está ante una causal de exoneración de 
la responsabilidad dl estado, como puede ser el hecho exclusivo de un 
tercero. En este caso en la carga probatoria del demandante no se 
alcanza a demostrar un nexo de causalidad que sea imputable a la 
policía nacional, para la causación del daño antijuridico por los 
hechos presentados.  
 
Ahora bien, el señor Carlos Nieves, pertenecía a la Policía Nacional, 
y todos los miembros de la Policía Nacional, tienen claro al momento 
de ingresar a la institución que se corren riesgos como los sucedidos 
en los hechos de la demanda.  
 
Se considera que se configuran los elementos de la causal de 
exoneración de responsabilidad en cuanto al hecho exclusivo de un 
tercer. 
 
Así mismo no es cierto que la policía nacional haya hecho caso omiso 
a las letras tempranas que se dieron al comando de policía de Arauca, 
teniendo en cuenta que el comandante de policía, manifestó ordenes 
de autocuidado de protección, y se deben tener en cuenta que el señor 
Carlos Nieves en el momento que fue víctima del delito no se 
encontraba en servicio, por lo cual no contaba con elementos físicos 
de protección.  
 
La Policía Nacional, manifiesta que no existe una falla en el servicio, 
toda vez que los poligramas o amenazas por parte del grupo al margen 
de la ley no manifestaban ni hora ni fecha ni nada que pudiera 
vislumbrar por parte de la Policía Nacional el hecho que iba a ocurrir  
 
Ahora bien, respecto de que no se brindó protección a la víctima 
respecto del aislamiento, se informa que esta situación puede variar, 
por lo tanto, tampoco la Policía Nacional actuó u omitió un actuar en 
cuanto a la protección del uniformado teniendo en cuenta que en este 
caso lamentablemente se dio el fallecimiento del señor nieves, sin 
embargo, no hubo ninguna otra baja. 
 
Finalmente, manifiesto que, respecto a los perjuicios materiales 
solicitados por la parte demandante, se debe manifestar que a raíz de 
la muerte del señor Nieves, se le reconoció a la familia del patrullero 
los emolumentos que la ley determina para ello, por lo anterior se 
solicita se denieguen las pretensiones de la demanda.  
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Ministerio Público  No asistió 

 
Escuchadas las partes se procede a emitir sentencia oral que en derecho corresponde 
así: 
 

SENTENCIA No. 39 
 
5.- Problema(s) Jurídico(s)  
 
El problema jurídico principal con fundamento en el caudal probatorio arrimado al 
plenario es determinar si es responsable o no patrimonialmente la Nación – Ministerio 
de Defensa – Policía Nacional, por los presuntos perjuicios que le fueron causados a 
los demandantes como consecuencia de la muerte del señor patrullero Carlos Darío 
Nieves López el 3 de julio de 2018. 
 
¿Se generó un daño antijurídico a causa de ello? ¿Es imputable tanto material como 
jurídicamente a la demandada Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional? 
 
Una vez resuelto lo anterior, determinar si se configuró una causal exonerativa de 
responsabilidad, en especial el hecho exclusivo y determinante de un tercero 
propuesto la entidad demandada. 
 

6. Tesis de las partes e intervinientes 
 

Parte y/o 
interviniente 

Tesis presentada 

Demandante  Mencionó que: 
1. Carlos Dario Nieves López ingresó a la Policía el 21 de junio de 2013. 
2. El 3 de julio de 2018 el señor Nieves fue asesinado a las 17 horas en la 

puerta de su residencia, hechos atribuidos a integrantes del Ejército de 
Liberación Nacional ELN, conforme a lo certificado por la Fiscalía 2 
Delegada ante los Jueces Penales del Circuito Especializado de Arauca 
mediante el oficio del 14/08/2019. 

3. La Policía Nacional y el Comando de la Estación de Policía de Arauca 
tenían conocimiento de la escalada terrorista del Ejército de Liberación 
Nacional ELN contra miembros de la fuerza pública como se puede 
constatar en las anotaciones del libro de polígramas de la Estación de 
Policía del Municipio de Arauca, puntualmente en los siguientes: 

 
4. A pesar de las alertas tempranas, el comandante de la Estación y el del 

Distrito de la Policía Arauca incumplieron las ordenes institucionales y no 
tomaron medidas de seguridad para minimizar el riesgo del personal, como 
era el acuartelamiento del personal porque la situación del orden público lo 
ameritaba. 
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En esos términos aseguró la parte actora la demandada debe ser condenada por 
omisión en tomar medidas de seguridad en la Estación de Policía de Arauca con sus 
integrantes para el 3 de julio de 2018, que dio como resultado la muerte del PT 
Carlos Darío Nieves López, por incumplimiento de las ordenes institucionales 
como fueron la de no extremar medidas de seguridad a pesar de que con antelación 
los superiores del Comandante de la Estación de Policía de Arauca, para esa fecha, 
ya le habían dado las órdenes explícitas y claras por posibles atentados del ELN, lo 
que calificó como una falla en el servicio. 

Parte 
demandada – 

Policía 
Nacional 

Se opuso a todos y cada uno de los pedimentos de la demanda argumentando que 

las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que tuvo ocurrencia el hecho en el 
cual resultó muerto el señor Patrullero(f) CARLOS DARIO NIEVES 
LOPEZ(q.e.p.d), se presentó cuando el institucional se encontraba de franquicia (es 
decir en descanso), ya que como lo manifiesta el informe de novedad suscrito por 
los hechos, el  día 3 de julio de 2019 el institucional había realizado primer turno, 
por lo que es claro que no se encontraba en servicio al momento de su fallecimiento, 
cuando subversivos del ELN llegaron hasta su residencia y lo impactaron en 
repetidas ocasiones con proyectil de arma de fuego causándole la muerte. Es por lo 
anterior, que el deceso del orgánico no se presentó en el cumplimiento de sus 
funciones, tareas cotidianas y en el discurrir de sus labores profesionales. 
 
Alegó que no había lugar a declarar la responsabilidad del Estado por falla del 
servicio, en tanto ésta no estaba acreditada toda vez que el orgánico institucional 
había perdido  la vida como consecuencia de la materialización del riesgo propio 
del ejercicio de sus funciones como Patrullero de la Policía. 
 
Descartó la existencia de un daño antijurídico imputable a la entidad. 
 

Finalmente, señaló la existencia del informe administrativo 003-2018 y su 
calificación que clasificó el deceso del señor Nieves como MUERTE SIMPLE EN 
ACTIVIDAD y el pago de la pensión de sobrevivientes y emolumentos establecidos 
en la normatividad vigente y aplicable a los miembros de la Policía Nacional. 
 

Excepcionó: 

1. Hecho exclusivo y determinante de un tercero. 
2. Ausencia de responsabilidad por tratarse de un riesgo propio del servicio. 
3. Improcedencia de la falla en el servicio. 
4. Inexistencia de la obligación 
5. Genérica 

 
7. Tesis del despacho 
 
Una vez revisado el material probatorio, los argumentos fácticos y jurídicos, se 
considera que NO se logró demostrar la EXISTENCIA de un daño antijurídico atribuible 
a la accionada. Encontrándose un riesgo propio del señor Nieves como patrullero.  
Atendiendo a lo anterior, se negarán las pretensiones de la demanda.  
 
8. Caducidad 

Se observa que no hay lugar que opere la figura de caducidad del medio de control de 
reparación directa (Art. 164 No. 2 Lit. I de la Ley 1437 de 2011) pues se advierte que 
dentro del expediente se observa que la muerte de Carlos Darío Nieves López acaeció 
el 3 de julio de 2019 (Doc 5 fl. 1o), siendo presentada la demanda dentro del proceso 
de la referencia el 15 de septiembre de 2020 (Doc. 2), previo al agotamiento del 
requisito de procedibilidad radicado el 23 de junio de 2o2o declarado fallido el 9 de 
septiembre de 2020 (Fls. 419-422 Doc. 5) sin que hubiese operado el fenómeno de la 
caducidad del medio de control. 
  

9. Legitimación. 
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9.1. Legitimación por activa. 

Se tiene por legitimado en la causa por activa a:  

Merary Paola Peroza Gómez Compañera permanente de Carlos 
Mario Nieves López según lo dicho en 
declaración fl. 122 Doc. 005,  el 
testimonio ANDERSON MOTTA 
CUELLAR ante este estrado en 
audiencia de pruebas, el extracto de 
hoja de vida del patrullero Nieves (Doc. 
005) y el acta de conciliación No. 
01302-2016 del 19 de septiembre de 
2016 (Doc. 007) 

Carlos Mario Nieves Peroza (menor) Hijo de Carlos Mario Nieves López (fl. 
9 Doc. 5) 

Paula Andrea Nieves Peroza (menor) Hija de Carlos Mario Nieves López(fl. 

131 Doc. 005) 

 

9.2. Legitimación por pasiva 

La demandada se encuentra legitimada en la causa por pasiva al haber ocurrido el 
hecho producto de esta demanda frente al patrullero de la policía(F) Carlos Mario 
Nieves López quien ingresó a la institución el 21 de junio de 2013 y fue retirado por 
muerte en servicio activo el 3 de julio de 2019 fl. 2 doc. 5 

 

10. Pruebas 

10.1 Documentales 

1. Copia simple de la cédula de ciudadanía número 1.006.418.429 de Jaqueline Doc 
005.Anexosdemanda 2020-00199: 

a. Copia de la cédula de ciudadanía número 1.023.985.679 de Merary 
Paola Peroza Gómez fl. 1 

b. Copia de la Resolución 00080 del 19 de marzo de 2019 del Subdirector 
General de la Policía Nacional “Por la cual se reconoce pensión de 
sobrevivientes y compensación por muerte a beneficiarios del Señor PT 
(F) Carlos Darío Nieves López Expediente No. 1.116.78.798”  y constancia 
de notificación fl. 2 a 7 

c. Copia del registro civil de nacimiento Carlos Darío Nieves López fl. 8 

d. Copia del registro civil de nacimiento de Carlos Mario Nieves Peroza fl. 
9 

e. Copia del registro civil de defunción Carlos Darío Nieves López fl. 10 

f. Copia del registro civil de nacimiento de Paula Andrea Nieves Peroza fl. 
11 

g. Copia certificación del Tesorero General de la Policía Nacional de 
sueldo del mes de junio de 2018 de Carlos Darío Nieves López fl. 12 

h. Copia radicado del 29 de julio de 2020  de petición impetrado por 
Merary Paola Peroza Gómez ante el Comandante de Policía del 
Departamento de Policía de Arauca fl. 13 y 16  
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i. Copia radicado (ilegible) de solicitud de radicado penal (ilegible) de 
Merary Paola Peroza Gómez fl. 17 

j. Copia formato de calificación de informativos administrativos 
prestacionales por lesión o muerte No. 003-2018 del 16 de julio de 2018 fl. 
18 a 21 

k. Copia oficio 20490-01-03-02-0195 del 14 de agosto de 2019 del Fiscal 2 
Delegado ante los Jueces Penales del Circuito Especializado en Arauca 
para Merary Paola Peroza Gómez fl. 22 a 23 

l. Copia minutas (a mano alzada, algunas ilegibles) fl. 24 a 45 

m. Copia proceso penal No. de caso 810016001137201800657 fl. 46 a 418 

n. Copia registro civil de nacimiento de Merary Paola Peroza Gómez fl. 
423  
 

2. Doc 007.SubsanacionDemanda 21-10-2020:  Copia Acta de Conciliación 01302-
2016 del 19 de septiembre de 2016 del Centro de Conciliación de la Policía 
Nacional Sede Neiva fl. 15 a 18 

 

3. Doc 019.Contestaciondemandayconstanciallegada 23-03-2021 

a. Copia del libro de minuta de guardia de la Estación de Policía de Arauca 
folios 001, 196, 197, 198 y 199 fl. 25 a 29 
b. Copia del libro de minuta de vigilancia del CAI Malecon fl. 30 a 36 
c. Copia del libro de minuta de Servicio de la Estación de Policía de Arauca 
fl. 37 a 39 
d. Copia informe de novedad Patrullero Carlos Darío Nieves López 
COSEC-ESTPO-29.25 del 4 de julio de 2018 del Comandante de la Estación 
de Policía de Arauca para el Comandante del Departamento de Policía de 
Arauca fl. 40 a 42 
e. Copia oficio COSEC-ESTPO-29.25 del 11 de julio de 2018 del Responsable 
de Archivo de la Estación de Policía de Arauca para el Jefe de Asuntos 
Jurídicos del Departamento de Policía de Arauca fl. 43 
f. Copia oficio Comunicación oficial S-2021-010892-SEGEN del 19 de marzo 
de 2021 del abogado Jhon Edison Torres Cruz para el Responsable de 
Consecución de Pruebas Defensa Judicial fl. 44 
g. Copia oficio GS-2021-017511-DEARA del Jefe de Turno del Centro 
Automático de Despacho O 123 para el Jefe de Asuntos Jurídicos de la 
Policía Nacional fl. 49 
h. Copia Polígama 385 SB 096 del 21 de marzo de 2018 del Comandante 
del Departamento de Policía de Arauca fl. 50 
i. Copia Polígama 684 SB 032 del 10 de junio de 2018 del Comandante del 
Departamento de Policía de Arauca fl. 51 
j. Copia Polígama 690 SB 038 del 12 de junio de 2018 del Comandante del 
Departamento de Policía de Arauca fl. 52 

 

4. Doc. 036 diligencias radicadas bajo   la   N.C.   810016000000201800058 sin acceso al 
documento. Mediante comunicación electrónica del 15 de febrero de 2022, la Fiscalía 
segunda especializada seccional Arauca, solicita se aclare la solicitud realizada 
mediante Oficio No. J61-EAB-2022-015V del 2 de febrero de 2022, toda vez que las 
mismas pretensiones ya fueron resueltas mediante oficio No. 20490-01-03-02-0344 del 
6 de octubre de 2021, del cual remite copia y anexa el correspondiente link link de 
consulta del proceso donde se puede consultar el escáner de las diligencias radicadas 
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bajo   la   N.C.   810016000000201800058 (ruptura   procesal) de   la   N.C. 
810016001137201800657, el cual una vez verificado permite el acceso al expediente 
(Doc. 061.) 

 
5. Sentencia proferida por el JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO 

DE ARAUCA, el 01 de diciembre de C.U.I.:810016000000201800058 
Radicado:8100131070012018 00121 Acusados: DAIRON EDEDTAJAN AVILEZY BRAYAN 
ANDRÉS BADILLO BAYONA. Delitos: HOMICIDIO (ART.   103C.P.), HOMICIDIO   EN   
GRADO   DE TENTATIVA (ART.103C.P.  Y ART.  27 C.P.), Y REBELIÓN (ART. 467C.P.). 
Documento 45. 

6. El 14 de octubre de 2021 la Policía Nacional Departamento de Arauca indicó por folio 
047807 

7. Mediante oficio SEPRI-GUGED-29.25 del 11 de febrero de 2022 el departamento de 
policía de Arauca, remitió copia del libro de armamento de los meses de junio y Julio 
de 2018, el cual se anexo a la comunicación. Igualmente se informó que no se encontró 
libro minuta de servicio de las vigencias de junio y julio de 2018, sin embargo, indica 
que si se cuenta con libro de minuta de vigilancia. Se entiende que la prueba cumplió 
a satisfacción con su objetivo. 

 

10-2. Testimonio  

 

En audiencia del 10 de marzo de 2022 se prescindió el testimonio de Wilson Andrey Camargo 

Albarracin de acuerdo al numeral 1 del artículo 218 del Código General del Proceso. 
 

En audiencia del 2 de febrero de 2022 se recepcionó el siguiente:    

              

Interviniente  

  
Resumen 

ANDERSON MOTTA 
CUELLAR, edad: 25 años, 
profesión u oficio agricultor 
en la Plata Huila, domicilio: 
como quedó en video, celular 
quedó en vídeo, nivel 
educativo: bachiller 
profesional, estado civil: 
soltero, trabajó con la policía 
desde 2016 y hasta la mitad 
del año 2018 como patrullero, 
amigo de Merary Paola 
Peroza como esposa de su 
compañero Carlos Nieves, 
conoce a Carlos y Paula 
Nieves Peroza como hijos de 
Carlos Nieves 

 

 

 

Dijo que el 3 de julio de 2018 estaba en la estación, hacia 8 días 
había pasado la solicitud de retiro para su cargo, pero tenía 
funciones aún y estaba disponible desde las 7 am a las 5 pm.  Ese 
día iba a ver el partido con Carlos Darío Nieves, pero no fue. A las 5 
de la tarde le dijeron que habían asesinado a Nieves.  

Estaba comiendo cuando lo llamó el patrullero Montealegre y le 
refirió que: si podía ir al hospital, que había muerto el compañero 
Nieves y que la esposa de Nieves había dicho que lo llamaran a él. 

Ese día Carlos Nieves López estaba descansando porque la noche 
anterior tuvo el turno de 10 de la noche a 7 de la mañana. 

Él estaba compartiendo con su familia, en el patio de su casa, 
cuando pasaron dos tipos en moto y le dispararon. De 4 y media a 
5 de la tarde, en la ciudad de Arauca, cerca al Rompoi del Caballo 
Blanco.  

No supo de ninguna amenaza sobre la vida de Nieves y en el 
momento de los hechos no tenía el uniforme puesto. 

En esa época, antes de salir de turnos, se daban indicaciones media 
hora antes a los policiales para que tuvieran en cuenta las medidas 
de seguridad y después del turno no salieran con el uniforme 
puesto sino de civil, “guardar medidas de seguridad y no dar 
papaya” 
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Para el 3 de julio de 2018 existían polígamas en donde la central de 

riesgo informaba sobre posibles atentados.  Además, donde vivía 

el patrullero decía que había una camioneta uniformada y que era 

posible un atentado a ese sector. 8 días antes, existían polígamas 

que decían que iban a atentar contra uniformados. 

 

No tiene certeza de quieres atentaron contra la vida de Nieves, 

pero le dijeron que eran dos personas relacionadas con el ELN. 

 

Cuando el orden público se hacían acuartelamiento, pero esto no 

quiere decir que los compañeros no podían salir de la estación. 

 

Tacha testigo 

 

Se solicitó la tacha del testigo ANDERSON MOTTA CUELLAR de acuerdo al 211 por la 

relación de la parte que atestigua con la demandante en el presente caso. 

 

De acuerdo a la doctrina, el testimonio es la declaración que realiza un tercero, que 
por definición no tiene relación jurídica procesal con las partes; sobre los hechos que 
le constan por percepción directa. El artículo 211 del C.G.P., norma aplicable en el 
presente asunto, conforme lo establecido en Sentencia de Unificación del Consejo de 
Estado del 25 de junio de 2014 dispone que: 

 

"Cualquiera de las partes podrá tachar el testimonio de las personas que se 
encuentren en circunstancias que afecten su credibilidad o imparcialidad, en razón 
de parentesco, dependencia, sentimientos o interés en relación con las partes o 
sus apoderados, antecedentes personales y otras causas. La tacha deberá 
formularse con expresión de las razones en que se funda. El juez analizará el 
testimonio en el momento de fallar de acuerdo a las circunstancias de cada caso". 

 

La tacha es un cuestionamiento que se realiza respecto del testigo, bien por sus 
calidades personales, bien por sus relaciones afectivas o convencionales con las 
partes, de modo que su declaración pueda estar influenciada por elementos ajenos a 
su simple percepción, lo que lo torna en "sospechoso".  Como fundamentos de la 
tacha están: 

 

1. La inhabilidad del testigo 
2. Las relaciones afectivas o comerciales 
3. La preparación previa al interrogatorio 
4. La conducta del testigo durante el interrogatorio 
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5. El seguimiento de libretos 
6. La inconsonancia entre las calidades del testigo y su lenguaje y  
7. La incongruencia entre los hechos narrados. 

 

La parte accionada tachó al testigo ANDERSON MOTTA CUELLAR, sobre el argumento 
de la cercanía con la demandante, en amistad. 

 

Ahora bien, revisadas las documentales y el testimonio del señor Motta aplicando las 
reglas de la sana crítica, se encuentra que el testigo hizo su declaración de forma 
convincente, fue suficientemente claro en su exposición, e hizo sus manifestaciones 
concordantes con los otros medios de prueba.  

 

Así al no evidenciarse error en el decir del testigo, a tal punto que con la exclusión de 
la aludida declaración, nada impide la negativa del reproche  planteado y declarar 
infundada la tacha de sospecha sobre ANDERSON MOTTA CUELLAR. 

 

11.- Consideraciones 
 
11.1- Régimen de responsabilidad aplicable  
 
Según lo dispuesto en el artículo 90 de la Carta Política, la responsabilidad patrimonial 
tiene como centro de discusión la determinación de un daño antijurídico causado a un 
administrado, y la imputación de este en cabeza de la administración pública1 tanto 
por acción, como por omisión. Dicha imputación exige la revisión de la imputabilidad 
fáctica y jurídica. El esquema lo resume el doctor Enrique Gil Botero así:  
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En términos de José Ignacio Manrique Niño: “se supera así, el esquema que se seguía 
anteriormente para declarar la responsabilidad del Estado, en el cual primero se miraba 
el hecho, luego se determinaba la culpa de la administración, posteriormente se 
analizaba la relación de causalidad y finalmente, se establecía el daño. Hoy en día, por el 
contrario, lo primero que se determina es la existencia del daño, luego se analiza si es o 
no antijurídico, y posteriormente se precisa qué fue lo que lo originó, lo que conlleva 
indagar por la causalidad” (Manrique Niño, 2009). 
 
El daño antijurídico es un concepto que tiene una evolución constante en la 
jurisprudencia del Consejo de Estado, en cuanto se adecúa y actualiza a la luz de los 
principios del Estado Social de Derecho y de realidad social, tal como lo ha esgrimido 
la Corte Constitucional en sentencia C-333 de 19961. 
 
Este puede ser definido como la “lesión real y evaluable económicamente de un derecho 
o de un bien jurídico protegido al interesado o a un grupo de ellos, que no están en el 
deber jurídico de soportar” (Ruíz Orejuela, 2010, pág. 3) o como “el detrimento o 
demérito que sufre una persona en sus derechos o en sus sentimientos” (Cubides 
Camacho, 1999, pág. 193). 
 
El daño tiene un aspecto positivo toda vez que debe ser efectivo, individualizable y 
verificable, y uno negativo en cuanto debe concretarse en una efectiva vulneración 
que se realice sin justa causa.  
 
Ahora bien, en cuanto al principio de imputabilidad2, se tiene que solo es dable la 
indemnización del daño antijurídico por parte del Estado cuando existe el debido 
sustento fáctico y encaja la atribución jurídica en los hechos narrados en el caso3. 
 
En la imputación se revisa la conducta estatal y el denominado nexo causal. 
 
Para realizar una introducción de los títulos de imputación, la doctrina ha coincidido 
en señalar que tiene su fuente principal en la teoría de la culpa (objetivizada)4 
(Rodríguez Rodríguez, Derecho Administrativo General y Colombiano, 2013, pág. 616) 
o falla del servicio, que es una responsabilidad directa, consistente en la producción 
de un daño debido a que una persona pública no ha actuado cuando debía hacerlo, ha 
actuado mal o ha actuado tardíamente (Rodríguez Rodríguez, Derecho Administrativo 
General y Colombiano, 2013, pág. 616). 
 
Empero, es incorrecto afirmar que la única fuente hoy de imputación es la falla en el 
servicio toda vez que a nivel judicial se ha venido reconociendo la existencia de la 
responsabilidad estatal sin que se presente el concepto de la culpa, es decir, como 
expresión de la responsabilidad objetiva, tal es el caso de la responsabilidad por daño 
especial, la responsabilidad por riesgo excepcional, la responsabilidad por trabajos 
públicos, la responsabilidad por expropiación y ocupación de inmuebles en caso de 
guerra, la responsabilidad por almacenaje, la falla del servicio presunta (Rodríguez 
Rodríguez, Derecho Administrativo General y Colombiano, 2013, pág. 620). 
 
Ahora bien, tratándose de daños o lesiones causadas al personal que voluntariamente 
se integra a la fuerza pública como es el caso de los patrulleros, se ha establecido que, 
si bien los riesgos que implica el desarrollo de las actividades de los policías son 
asumidos por estos, lo cierto es que en aquellos casos en que se demuestre que existe 
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un defectuoso o anormal funcionamiento del servicio, y/o la imposición de un riesgo 
excesivo que rompa con las cargas inherentes al desempeño de la función militar o 
policía, son aplicables los títulos de imputación de falla en el servicio o riesgo 
excepcional.  
 
De esta manera el Consejo de Estado ha establecido lo siguiente:  
 

“De acuerdo con lo anterior, para determinar la responsabilidad estatal en los casos 
de daños causados a quienes se vinculan al servicio militar de manera voluntaria, no 
basta con que el servidor padezca un daño en ejercicio o por razón de las funciones 
propias del cargo; en estos eventos, solo es posible imputar el daño a la demandada, 
(i) cuando ha impuesto riegos de naturaleza excepcional que exceden aquellos que 
en forma normal y habitual asumen los integrantes de las fuerzas militares, esto es, 
cuando el riesgo al que ha sido expuesto excede el que normalmente deben 
soportar el funcionario en virtud de su actividad militar o (ii) cuando estos son 
atribuibles a un funcionamiento deficiente o anormal del servicio. 

 

Con miras a establecer cuáles son las actividades que constituyen un riesgo propio 
para los agentes de las fuerzas militares, la jurisprudencia de esta Corporación ha 
precisado que este riesgo se constituye cuando ocurre, por ejemplo, una afectación 
del derecho a la vida y/o a la integridad personal en desarrollo de los objetivos 
constitucionales en actividades propias de su cargo y relacionadas con el servicio, 
tales como, combates, emboscadas, ataques de grupos subversivos, operaciones 
de inteligencia, de inspección, de seguridad, de vigilancia o patrullaje, manejo de 
armas, entre otras.  

 

Sin embargo, si bien es cierto que la asunción voluntaria de los riesgos propios de la 
actividad militar modifica las condiciones en las cuales el Estado responde por los 
daños que los soldados voluntarios puedan llegar a sufrir, ello no significa que la 
aceptación de tales riesgos, en virtud de la naturaleza voluntaria de su vinculación, 
permita que sobre ellos recaigan cargas desproporcionadas, o que se exonere a las 
fuerzas militares de proteger la vida e integridad de sus miembros. (…)”6 

 
11.2- Del caso concreto 
  
Según se desprende del texto de la demanda, el daño antijurídico que se pretende sea 
reparado por la entidad accionada, consiste en las lesiones por arma de fuego y 
muerte del señor patrullero Carlos Darío Nieves López el 03 de julio de 2018. 
 
Alegó la parte actora que la muerte se dio por una falla en el servicio. 
 
 Al respecto, se encuentra debidamente acreditado lo siguiente:  
 

Carlos Darío Nieves López, quien nació el 5 de marzo de 1991 (fl  8 doc. 005), falleció 
el 3 de julio de 2018 a las 17.15 horas, según da cuenta el registro civil de defunción 
5247508: 
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En el Informe Pericial de Necropsia al cuerpo del señor Carlos Darío Nieves López se 
concluyó la existencia de lesiones por arma de fuego que ocasionaron trauma en 
cabeza, tórax, espalda, abdomen y miembro superior derecho, con mayor 
compromiso de estructuras intracraneanas con laceraciones múltiples en cerebro, lo 
que ocasionó alteraciones irreversibles en el funcionamiento del sistema nervioso 
central y el cese de las funciones vitales y la muerte: 
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Se graficaron las lesiones así: 
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Carlos Darío Nieves López estaba trabajando en el Departamento de Policía de Arauca 
y para junio de 2018 devengaba una asignación básica de 1.517.833, según la siguiente 
certificación: 
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El señor Nieves ingresó como alumno nivel ejecutivo el 14 de enero de 2010 y se dio su 
retiro el 4 de julio de 2018 según el extracto de hoja de vida: 
 

 

Se emitieron en el 2018 los siguientes poligramas (Doc. 51-53): 
 

Poligrama No. 
385 
21/03/2018 
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Poligrama 684 
SB 032  
10/06/2018 

 
Poligrama 690 
SB 038 
12/06/2018 
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Poligrama 716 
SB 059 
16/06/2018 

 
Poligrama No. 
719 SB 062 
16/06/2018 

 

 
En los libros de la policía el 06 de junio de 2018 a las 23.20 horas se habla de 
POLIGRAMA 358 que ordena extremar medidas de seguridad así: 



 19 

 

 
En los libros de la policía el 10 de junio de 2018 a las 10.37 horas se deja la anotación de 
POLIGRAMA en donde hablan de plan pistola así: 
 

 
 
 
 

El señor Nieves se desempeñaba como conductor en la Estación de Policía de Arauca 
para el día 2 de julio de 2018. Cuarto primer turno de vigilancia, saliendo con turno de 
franquicia desde las 7:00 horas del día 3/07/2018, hasta las 14:00 horas del día 
04/07/2018, según de cuenta el oficio COSEC ESTPO 29.25 del 11 de julio de 2019. (fl. 43 
Doc. 19) 
 

En el oficio del 4 de julio de 2o18, suscrito por el Comandante de la Estación de Policía 
de Arauca Capitán Wilson Andrey Camargo Albarracín, el 3 de julio de 2018 fue 
asesinado el señor Carlos Darío Nieves López así (fl. 40- 42 Doc. 19): 
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Según el informativo administrativo del Departamento de Policía de Arauca por 
Muerte No. 003 de 2018 emitido el 16 de julio de 2018 los hechos acaecieron así:  

 
“SITUACIÓN FÁCTICA 
 
Que mediante comunicación oficial No. S 2018 026097 DEARA el señor Capitán EILSON 
ANDREY CARMARGO ALBARRACIN, Comandante Estación Policía Arauca, informa la 
novedad acaecida el día 03/07/2018 con el Patrullero Carlos Darío Nieves López al 
Comando Departamento de Policía Arauca, bajo los siguientes presupuestos: 
 
… (sic) 
 
HECHOS 
 

El día de ayer 03/07/2018 siendo las 17:00 horas aproximadamente dos sujetos que se 
movilizaban en una motocicleta de color azul llegaron hasta la vivienda ubicada en la calle 
1 transversal segunda No. 23 –35, lugar donde residía el señor patrullero Carlos Darío 
Nieves López, quien se encontraba en la parte externa de la misma en compañía de su 
núcleo familiar, allí los sujetos desconocidos abrieron fuego contra la humanidad del 
señor patrullero impactándole en siete ocasiones en diferentes partes del cuerpo, dichos 
sujetos se dan a al huida por el sector conocido como la embajada tomando la troca la 
huesera donde fueron interceptados por personal uniformado adscrito a la policía fiscal 
y aduanera SIJINE e integrantes del Grupo de Reacción ESARA, generándose intercambio  
de disparos donde resultó. Herido el señor patrullero Miguel Ángel Díaz corredor... con 
un impacto por arma de fuego en el abdomen, siendo trasladado hasta el hospital 
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municipal, de igual manera resultaron lesionados con laceraciones en diferentes partes 
del cuerpo los señores patrulleros Sandoval Garzón Jorge Luis … y el señor patrullero 
Balsero Álvarez Oliver Antonio... adscritos al Grupo Reacción quienes se cayeron de la 
motocicleta al momento de reaccionar ante los disparos, durante el intercambio de 
disparo los dos sospechosos se internaron en un sector... inundado siendo perseguidos 
por el personal uniformado, durante el operativo de búsqueda y localización se contó con 
apoyo aéreo por parte del ejército Nacional, acantonado en la Brigada No. 18, cabe 
resaltar que gracias a la activación del plan candado y el apoyo por parte del personal del 
Ejército Nacional se logró la captura de los dos sujetos que materializaron el crimen los 
cuales fueron identificados como Brayan Andrés Badillo Bayona... y Dairon Edad Tejan 
Avilez... a quienes se le halló en su poder 02 armas de fuego tipo pistola, 01 pistola 9 mm 
con el número de serie limado, o1 cargadores para la misma y 03 cartuchos de 9 mm, 01 
pistola marca glock con 02 cargadores para la misma y 24 cartuchos cal. 9 mm. 
 

(…) 
 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
(…) 
 

De este modo entiéndase por muerte en simple actividad, cuando las causas del 
fallecimiento No fueron en servicio, ni ejerciendo de una labor propia de la actividad 
policial. 
 

Por lo tanto, teniendo en cuenta el acervo probatorio allegado al expediente, se concluye 
que el señor CARLOS DARIO NIEVES LÓPEZ (Q.E.P.D) funcionario público adscrito a la 
Policía Nacional de Colombia en el grado Patrullero, perteneciente al departamento de 
Policía Arauca, para el día 03/07/2018, se encontraba con su respectivo turno de 
franquicia, después de haber culminado primer turno de vigilancia el cual inicio el día 
previo a las 22:00 horas, asimismo no se encontró registro alguno en las minutas de 
servicio propias de los CAI y/o Estación de Policía Arauca que infieran que se encontrase 
de servicio, sumado a ello en la declaración jurada rendida por el señor Subteniente 
BAYRON STEVEN LOZANO SEVILLANO, manifiesta que el uniformado se encontraba en 
franquicia. 
 

(…) 
 

Así las cosas, el extinto patrullero CARLOS DARIO NIEVES LÓPEZ (q.e.p.d) se encontraba 
de descanso en la parte externa de una vivienda, siendo atacado en forma indiscriminada 
con armas de fuego por sujetos que se movilizaban en una motocicleta y que 
posteriormente fueron capturados. 
 

(…) 
 

CALIFICACIÓN 
 

ARTÍCULO PRIMERO. 
 

De conformidad con el recaudo probatorio y con el fin de determinar la muerte del 
extinto patrullero CARLOS DARIO NIEVES LÓPEZ (Q.E.P.D.) quien en vida se identifica con 
cédula de ciudadanía No. 1.116.789.798 d Arauca, se enmarca dentro de lo preceptuado 
en el Decreto 1091 de 1995... “MUERTE SIMPLEMENTE EN ACTIVIDAD” acorde con lo 
expuesto en la parte motiva de la presente calificación hechos ocurridos el pasado 
03/07/2019 en el municipio de Arauca. (fl 21 Doc. 005) 
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En el oficio 204900103020195 del 14 de agosto de 2019, Norman Humberto Lozano, 
Fiscal 2 Delegado ante los Jueces Penales del Circuito Especializado de Arauca, 
informa los hechos así: 

 

 

 

Dentro del proceso penal se tomó la declaración de Luisa Gómez Vásquez, testigo 
presencial de los hechos, el 3 de julio de 2018 y quien manifestó: 
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También se tomó en cuenta dentro del proceso una manifestación de la hoy 
demandante MERARY PAOLA PEROZA GÓMEZ quien expresó que la muerte se dio 
tras un altercado con unas personas que se dedicaban a hurtar ganado y que pudieron 
ser los posibles colaboradores de los sicarios.  Al efecto en el informe de investigador 
de campo FPJ 11 (fl. 287 Doc. 005) se mencionó: 
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La señora MERARY PAOLA PEROZA GÓMEZ declaró lo siguiente sobre los hechos el 6 
de julio de 2018: 
 

 

 

En la página del ELN se expresó que la muerte del señor Nieves hacia parte de lo que 
se denominaba un parte de guerra. Al efecto se dijo: 
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(…) 

 
 

En el escrito de Acusación del 20 de junio de 2017 se narraron los siguientes hechos 
jurídicamente relevantes así por la Fiscalía (fl. 319 Doc. 065): 
 

 
 

En la Audiencia de Formulación de Acusación del 16 de enero de 2019 se acusó a DAIRO 
EDED TAJÁN y BRAYÁN ANDRÉS BADILLO BAYONA de los delitos de HOMICIDIO EN 
PERSONA PROTEGIDA, en concurso con HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDO EN 
GRADO DE TENTATIVA y REBELIÓN. (FL. 356 Doc. 65) 
 

El 13 de septiembre de 2020 se diligenció un Acta de Preacuerdo por los delitos de 
homicidio en persona protegida y rebelión dentro del proveído 
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810016000000201800058 por la Fiscalía y DAIRO EDED TAJÁN y BRAYÁN ANDRÉS 
BADILLO BAYONA en donde se consignó (fls. 549-555 Doc. 65): 
 

 

 

 
(…) 
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El 15 de septiembre de 2021 en el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Arauca 
dio inicio a la audiencia de juicio oral que fue convertida en una de verificación de 
preacuerdo (fl 498 a 500 C. 065).  En esta audiencia se le impartió aprobación al 
preacuerdo suscrito por la Fiscalía Segunda Especializada, lo señores DAIRO EDEN 
TAJÁN AVILÉZ y BRAYAN ANDRÉS BADILLO BAYONA y su defensor contractual, a 
partir del cual aceptaron ser coautores de los delitos de HOMICIDIO en concurso con 
HOMICIDIO EN GRADO DE TENTATIVA y REBELIÓN, este último delito solo respecto 
al procesado BRAYAN ANDRÉS BADILLO BAYONA. 
 

El 1 de diciembre de 2021 el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Arauca 
dentro del proceso 810016000000201800058 profirió sentencia en la que resolvió: 
 

 
 
Mediante Resolución 080 del 19 de marzo de 2019 se reconoció una pensión de 
sobrevivientes y compensación por muerte a las beneficiarias del señor Patrullero(F) 
Carlos Dario Nieves López así: (Doc. 5, fl. 2-6) 
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En cuanto a la imputación del daño a la administración, es pertinente poner de 
presente que la Sección Tercera del Consejo de Estado enunció que cuando un daño 
es provocado al personal que desempeña funciones de alto riesgo relacionadas con la 
defensa y seguridad del Estado, tales como los militares y agentes de policía solo 
habrá lugar a su reparación integral cuando la causa de los mismos sea constitutiva de 
falla del servicio5, o cuando se somete al funcionario a un riesgo excepcional, diferente 
o mayor al que deban afrontar los demás miembros de la institución que ejerzan la 
misma actividad6: 
 

(…) quienes ejercen funciones de alto riesgo relacionadas con la defensa y 
seguridad del Estado como los militares, agentes de policía o detectives del DAS, 
asuman los riesgos inherentes a la misma actividad y están cubiertos por el sistema 
de la indemnización predeterminada o automática (a forfait), establecida en las 
normas laborales para el accidente de trabajo o en las previsiones especiales que 
cobijan a los conscriptos. Solo habrá lugar a la reparación cuando dicho daño se 
haya producido en los siguientes eventos: 
 
a. Por falla del servicio. A este respecto, dijo la Sala Plena en sentencia del 13 de 
diciembre de 1983, expediente 10.807: 
 
“1. La doctrina, en el caso de accidente sufridos por agentes del Estado ha sostenido 
como norma general que la víctima no puede pretender más reparación de los 
derechos a la pensión de que es titular en virtud de su estatuto laboral. La aplicación 
de esta regla llamada ‘Forfait de la pensión’ naturalmente hace referencia a los 
daños sufridos por un funcionario en ejercicio de sus funciones y en forma común. 
Por esta razón, el régimen de prestaciones suele estar en armonía con la actividad 
que se cumple. Así al asumir mayores riesgos profesionales se tiene derecho a una 
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mayor protección prestacional. En el caso de los militares, por ejemplo, este 
principio se cumple, no sólo destinando un régimen de mayores prestaciones dados 
sus riesgos especiales sino también un régimen de excepción para soldados y 
oficiales ubicados en zonas especialmente peligrosas. En principio el régimen de 
indemnizaciones refleja estas ideas. Si las heridas o la muerte sufrida por un militar 
son causadas dentro del servicio que prestan, las prestaciones por invalidez o 
muerte las cubren satisfactoriamente. Tal es el caso del militar que sufre lesiones en 
combate o el agente de policía que muere en la represión del delito.  
 
2. No obstante cuando el daño se produce en forma independiente a la prestación 
ordinaria o normal del servicio, sino que han sido causadas por falla del servicio, el 
funcionario, o el militar, en su caso, que las sufre o sus damnificados tienen 
derecho a ser indemnizados en su plenitud... 

 
(…) También se dan los casos en que los hechos exceden los riesgos propios de 
ejercicio: tal es el caso del militar que perece en accidente de tránsito debido a falta 
de sostenimiento del vehículo oficial que lo transporta, o el militar que perece en 
accidente de avión debido a que éste fue defectuosamente reparado por el servicio 
de mantenimiento. En todos estos casos la actividad propia del militar no juega 
ningún papel y su no indemnización plena rompería el principio de la igualdad de 
los ciudadanos ante la ley. 

 
“(…) No sería justo que la calidad de servidor público prive a un ciudadano del 
derecho de recibir la protección propia del Estado y de ser indemnizado por las 
fallas del servicio, bien por acción o bien por omisión”7. 

 
b. Cuando se someta al funcionario a un riesgo excepcional, diferente o mayor al 
que deban afrontar sus demás compañeros. Ha considerado la Sala que cuando se 
expone al funcionario a un riesgo mayor se vulnera el principio de igualdad frente a 
las cargas públicas y hay lugar a la indemnización plena o integral de los perjuicios 
causados. Así, en providencia del 3 de abril de 1997, expediente 11.187, se precisó: 
 
“Valga precisar en cuanto al riesgo que asumen quienes se vinculan a las fuerzas 
armadas, que ese riesgo cobija a todos los integrantes por igual. Solo cuando 
alguno de ellos es puesto en circunstancias que intensifican el riesgo puede 
hablarse de que se rompe el principio de igualdad frente a las cargas públicas. Pero 
el principio de la igualdad siempre debe mirarse referidos a quienes se encuentran 
en condiciones de igualdad, en este caso frente a los demás miembros del cuerpo 
armado (se resalta) 

 
En este orden de ideas se tiene que en régimen de falla en el servicio, la activa  debe 
probar la conducta anormal de la accionada por retardo, irregularidad, ineficiencia u 
omisión; el daño con características de particular, cierto, determinado y jurídicamente 
tutelado por el derecho, y el nexo de causalidad eficiente y determinante entre la 
anomalía y el daño, y el Estado se exonera probando en contrario, ello es,  la 
inexistencia de la falla o la ausencia del nexo causal, por  hecho exclusivo de la víctima, 
de un tercero o  fuerza mayor. 

 
Cuando la falla del servicio deriva de una omisión, impone valorar la incidencia del 
deber incumplido para asumir como causa adecuada del daño, de modo que de 
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haberse acatado aquél, no hubiera emergido éste o hubiera sido notoriamente menor 
tal como lo expuso el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en sentencia 
110013336714201400031-01 del 28/06/2017. 
 
Visto lo anterior, está demostrada la muerte del patrullero Carlos Dario Nieves como 
consecuencia de las graves lesiones sufridas y que estas fueron resultado de la 
ejecución del plan pistola perpetuado en su contra en su casa cuando estaba en el 
antejardín y fue abordado por dos personas que le dispararon en sendas ocasiones. 
 
En este caso debe advertirse que no existe responsabilidad del Estado cuando el daño 
antijurídico se presenta en una actividad en la que no hubo participación de la Policía 
Nacional, pues es necesario evidenciar que el ataque enemigo se suscitó de manera 
intempestiva, cuando el señor Nieves estaba descansando afuera de su casa, sin el 
uniforme y sin que existiera una amenaza cierta sobre su vida, una noticia cierta que 
le permitiera a la Policía nacional prever que contra él o en el lugar donde exactamente 
se ubicaba su vivienda iba a ver un atentado. 
 
Si bien es cierto se probó la existencia de los polígramas, lo cierto es que estos de 
manera general daba cuenta del riesgo de la existencia de un plan pistola sobre todos 
los policías de varios municipios de Arauca y según el testigo ANDERSON MOTTA CUELLAR, 
eso se daba a diario, a punto de que a ellos le daban instrucciones diarias al efecto. 
 
Por otra parte, si bien el citado testigo  MOTTA mencionó la existencia de una 
camioneta en la que se iba a hacer un atentado en el sector donde vivía el señor 
Nieves, no precisó en qué momento se enteró de eso y si los comandantes de la 
estación lo sabían. 
 

Lo que era claro era que ni el hecho de acuartelar al personal podría dar lugar a evitar 
este tipo de lamentables sucesos donde se atentara contra la vida de los patrulleros 
en puntos diferentes a la estación o a aquellos donde ellos ejecutaran su labor. 
 
Ahora bien, los libros dan cuenta de que se dispusieron medidas de seguridad, lo que 
no impidió que el familiar de los hoy demandantes se viera abocado a un riesgo propio 
de su servicio, como era un ataque del enemigo.  
 

En un caso similar, el Consejo de Estado dijo: 

 

“Por el contrario, lo que sí quedó acreditado es que la Compañía Anaconda, así como las 
demás Brigadas y miembros de la fuerza pública, se encontraban expuestos a un riesgo propio 
de la actividad militar, esto es, al ataque del enemigo o de los grupos armados al margen de 
la ley que, dadas las amenazas del plan pistola, hacía inminente un ataque contra la tropa y, 
en tal sentido, ello requirió la intensificación de los protocolos de seguridad de la tropa que 
fueron implementados, como quedó acreditado, pues la totalidad de testigos afirmaron el 
cumplimiento y ejecución de tales protocolos, tanto así que en la planeación del operativo se 
previó un plan de reacción ante la posible agresión, plan que también se ejecutó de manera 
inmediata y eficaz, conforme a lo planeado. 
  
En suma, en el sub lite quedó evidenciado que la muerte del Cabo Tercero Diosney Orlando 
Blandón tuvo lugar sin que mediara una falla de la administración, como consecuencia directa 
de la concreción de un riesgo propio del servicio militar, esto es, la posibilidad de ser 
embestido por el enemigo; situación que, pese al alto riesgo para los integrantes y agentes 
del orden público, es aceptada y asumida por quienes voluntaria y profesionalmente ingresan 
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a las filas de las fuerzas armadas y para el cual son plenamente entrenados, mucho más 
cuando se está ante un grupo con formación e instrucción en contraguerrillas”. 

 

Y el Tribunal Administrativo de Cundinamarca aseguró en sentencia del 24 de agosto 
de 2019, proceso 2014-200 (11001333672202140020001): 
 

 

 
 

Finalmente pone de presente esta instancia que esta clase de siniestros están  
cobijados por el régimen prestacional o la denominada indemnización a for-fait, 
dispuesta para cubrir las contingencias que surjan en la concreción de los riesgos 
propios del servicio a que son sometidos los miembros de la fuerza pública, tales como 
la ocurrida en el caso concreto, calificado de hecho como un acto en simple servicio, 
un ataque de grupos ilegales enemigos donde no quedó acreditado que la entidad 
demandada hubiera incurrido en un desconocimiento de las reglas jurídicas y/o 
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técnicas que reglan el ejercicio de la profesión riesgosa, o en falta de diligencia  o en 
la reacción ante un ataque inminente, u otro comportamiento que pueda calificarse 
como constitutivo de falla en el servicio de la administración pública o riesgo 
excepcional. 
  
En síntesis, en el caso de autos no se configuran los presupuestos de la 
responsabilidad extracontractual del Estado, toda vez que el daño antijurídico 
consistente en la muerte del patrullero Carlos Darío Nieves no es imputable a una falla 
de la administración, sino a un riesgo propio de la profesión policial. 
 
13. COSTAS 

 
En el caso bajo estudio el despacho no encontró fundamentos suficientes para 
condenar en costas a la parte vencida, razón por la que se abstuvo de reconocer ese 
concepto en esta instancia a cargo del demandante (artículo 188 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y el artículo 365 del 
Código General del Proceso). 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C – SECCIÓN TERCERA administrando justicia en 
nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 
FALLA:  

 
PRIMERO: Declarar infundada la tacha de testimonio de ANDERSON MOTTA 
CUELLAR. 
 

SEGUNDO: NEGAR las pretensiones de la demanda, de conformidad con lo expuesto 
en la parte motiva.  
 
TERCERO: Sin condena en costas. 
 
CUARTO: Ejecutoriada la presente providencia liquídense por la Oficina de Apoyo de 
los Juzgados Administrativos de Bogotá, los gastos ordinarios de proceso y en caso 
de remanentes devuélvanse al interesado, lo anterior de conformidad a lo 
establecido por el Artículo Séptimo y Noveno del Acuerdo No. 2552 de 2004. 
 
QUINTO: En firme la presente providencia por Secretaría del Despacho archívese el 
expediente.  
 
Esta decisión se notifica en estrados. Recursos. 

 
Intervinientes Récord Intervención 

Parte Actora 1.14.39 Se interponen recursos de ley, y se tomara los dias 
correspondientes para presentar la apelación 

Parte demandada  1.15.00 Sin recursos 

 

Se hace control de legalidad. 
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Así las cosas, y se deja constancia de la revisión del acta por las partes. Se finaliza la 
presente audiencia siendo las 12:10 m sin manifestación al acta final. En aras de dar fe 
de la realización por los asistentes y de la ejecución conforme a la ley, se suscribe de 
manera electrónica por 
 
 

EDITH ALARCÓN BERNAL 
Jueza 
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Edith  Alarcon Bernal
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